
Que reforma el artículo 29 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge Álvarez Máynez, 
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
El suscrito, diputado Jorge Álvarez Máynez, miembro del Grupo Parlamentario 
de Movimiento Ciudadano, con fundamento a las facultades y atribuciones 
conferidas por el artículo 73, numeral XXII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y los artículos 6, numeral 1, fracción I, y los 
artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable 
Congreso de la Unión, somete a la consideración de esta asamblea, la iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se reforma la Ley Orgánica del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos.
En los últimos cuarenta años México ha vivido cambios de enorme 
significación y relevancia en el sistema político pero no ha habido una 
transformación en cómo se ejerce el gasto público. Con mayor frecuencia de lo 
que quisiéramos, los recursos públicos son utilizados de manera discrecional e 
irresponsable para beneficio propio, para generar redes clientelares, o para hacer 
favores.
Ejemplo de ello ha sido una práctica que se ha vuelto recurrente en los últimos 
años dentro de la Cámara de Diputados, el reparto de subvenciones 
extraordinarias a los Diputados Federales de manera proporcional al número de 
integrantes que conforman cada bancada partidista. Estas prácticas sólo han 
contribuido al desprestigio de la política, de quienes la ejercen, de las 
instituciones y del sistema político democrático mexicano.
Hoy tenemos un régimen político democrático y plural de partidos que enfrenta 
grandes críticas y cuestionamientos quedando muy lejos lo que llegó con un 
gran entusiasmo y en oposición al sistema totalitario, autoritario y oligárquico 
descrito por Woldenberg como: “Un presidencialismo dotado de enormes 
facultades constitucionales y meta-constitucionales; partido hegemónico, 
subordinación de los poderes Legislativo y Judicial al Ejecutivo, federalismo 
formal, centralismo real, elecciones sin competencia, subordinación de 
organizaciones, sociales, sindicales y empresariales al poder político”.1

En su novela Las batallas en el desierto , el escritor José Emilio Pacheco 
captura bien el ambiente de la época previa de la reforma política de 1977, que 
permitiría abrir el sistema electoral. El Cachorro de la Revolución (Miguel 
Alemán Valdés) y su equipo: los primeros universitarios que gobernaban el 
país. Técnicos, no políticos. Personalidades morales intachables. “... Él era un 
poderosísimo amigo íntimo y compañero de banca de Miguel Alemán; el 
ganador de millones y millones a cada iniciativa del presidente: contratos por 
todas partes, terrenos en Acapulco, permisos de importación, constructoras, 
autorizaciones para establecer filiales de compañías norteamericanas; leyes para 



cubrir todas las azoteas con tinacos de asbesto cancerígeno, reventa de leche en 
polvo hurtado a los desayunos gratuitos en las escuelas populares, falsificación 
de vacunas y medicinas, enorme contrabandos de oro y plata, inmensas 
extensiones comparadas a centavos por metro, semanas antes que anunciaran la 
carretera o las obras de urbanización que elevarían diez mil veces el valor de 
aquel suelo; 100 millones de pesos cambiados en dólares y depositados en 
Suiza el día anterior a la devaluación...”
Esta descripción se refiere al México del medio siglo, no obstante podría ser 
actual. La llegada de la democracia al país significó un cambio en las reglas del 
sistema electoral, la figura de los plurinominales permitió tener más y distintas 
voces en el Poder Legislativo, las elecciones se organizaron bajo un instituto 
autónomo, el balance de poderes comenzó a dar dividendos.
Sin embargo, la llegada de la alternancia no desmontó el régimen de privilegios 
y excesos de la clase política gobernante. La corrupción y la desigualdad no se 
fueron cuando llegó la alternancia. Según datos de Transparencia Internacional, 
México es el país más corrupto en prácticamente todos los acuerdos 
comerciales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE).2 En un rango de 168 países, México ocupa el lugar 95 y el 
decimoquinto lugar dentro de los países del continente Americano, obteniendo 
solamente 35 puntos de 100 en el Índice de Percepción de la Corrupción.3

Según datos del Latino barómetro en México tan sólo 19 de cada 100 personas 
están satisfechas con la democracia, siendo el país con menor satisfacción de 
los 18 de América Latina. Sólo el 26% de la población mexicana considera que 
las elecciones son limpias. En apoyo a la democracia México obtuvo un 48% 
situándose por debajo del promedio de la región Latinoamericana. Sólo uno de 
cada cinco está satisfecho con la democracia y solo el 17% se siente 
representado por el Congreso.4

Las instituciones públicas mexicanas siguieron con su misma inercia, diseñadas 
para que la estructura de oportunidades favorezca a unos cuantos y deje 
marginada a la gran mayoría, así fue en el pasado y así lo está haciendo de 
nuevo. Tenemos un país donde la mayoría de las grandes fortunas nacionales se 
han construido a partir de concesiones entregadas por el Gobierno: Carlos Slim 
(Telmex), Germán Larrea (transporte) y Alberto Bailleres (minas); ninguno de 
ellos innovó en alguna tecnología, invento un producto o servicio nuevo.
La clase política de este país, como lo llama Ricardo Raphael “El Mirreynato”, 
solo han querido hacerse ricos los más pronto posible, y los empresarios 
necesitan comprar políticos para influenciar sobre el Estado. Será tal vez por 
esto que vean natural y normal los Diputados Federales poderse repartir al final 
de cada año entre ellos “sobrantes” del presupuesto de egresos, sumas de dinero 
que van más allá de los 300 mil pesos por cada uno.



Nuestros legisladores cumplen la máxima e histórica de la corrupción 
mexicana, ser jueces y partes. Facultados por la Constitución para aprobar el 
presupuesto, deciden abonar a sus cuentas personales cantidades de dinero que 
millones mexicanos tardarán décadas en poder obtenerla.
Este hecho es una total violación a la Ley de Egresos de la Federación por parte 
de quienes se encargan de hacerlas, al repartir dinero del presupuesto que no 
estaba etiquetado ni destinado en las partidas 3991 “Asignaciones a los Grupos 
Parlamentarios” y 4390 “Otros Subsidios y Subvenciones” del Presupuesto de 
Egresos de la Federación 2015.
Estas subvenciones extraordinarias, o bonos navideños como algunos lo 
catalogaron, viola también el artículo 11 de la Norma para Regular la 
Transferencia y Control de Recursos Financieros Asignados a los Grupos 
Parlamentarios de la Cámara de Diputados ya que no se argumentó ni se 
especificó la causal de esta asignación como lo establece dicho artículo.
Artículo 11. “...la Junta de Coordinación Política podrá autorizar, en casos 
excepcionales, subvenciones adicionales por única vez para atender asuntos 
específicos,...”.
Además de estas violaciones por parte de los legisladores la Auditoría Superior 
de la Federación ha señalado en su Informe de Cuenta Pública 2013 que los 
Diputados no son capaces de soportar las subvenciones que les han sido 
entregados. Es decir, se gastan el dinero de la gente, el dinero público en la total 
discrecionalidad y opacidad cuando deberían ser utilizados para su actividad 
legislativa y no como un sobresueldo a sus casi 75 mil pesos mensuales 
incumpliendo la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria: 
Artículo 1, Párrafo 2, en cuanto a los criterios de transparencia, rendición de 
cuentas, racionalidad y austeridad.
La Auditoría Superior de la Federación así lo señala:
“Al  solicitar  la  documentación  justificativa  y  comprobatoria  de  la 

aplicación  de  los  1,166,674.7  miles  de  pesos  de  Subvenciones  ,  la  CD 
proporcionó una integración y el auxiliar contable de los importes que fueron 
transferidos  por  ese  concepto  durante  el  ejercicio  2013,  los  cuales  se 
revisaron y cotejaron contra los recibos emitidos por los Coordinadores o 
Directores  Generales  Administrativos  de  los  Grupos  Parlamentarios;  sin 
embargo, no se proporcionó la documentación que sustenta la aplicación 
de los recursos otorgados . Por lo tanto, no se contó con la información que 
permitiera evaluar la razonabilidad del gasto o comprobar si los recursos 
se  ejercieron  en  trabajos  legislativos,  por  lo  que  persiste  una  limitada 
rendición  de  cuentas  en  el  ejercicio  de  los  recursos  por  concepto  de 
Subvenciones,  sobre  todo  si  se  considera  que  dicho  concepto  tuvo 
ampliaciones presupuestarias netas en el ejercicio de 2013 por 308,136.0 



miles  de  pesos  que  representaron  un  35.4% adicional  al  presupuesto 
originalmente asignado” .5

El  salario  y  las  prestaciones  disfrazadas  en  un  sobresueldo  ubican  a  los 
Diputados Federales dentro del 1% de la población más rica del país que 
promedia  un  salario  mensual  de  $165,067.00  pesos  de  acuerdo  una 
clasificación  hecha  por  Raymundo Campos,  Gerardo  Esquivel  y  Salvador 
Chávez. En una sociedad donde la posesión del dinero parecería ser la única 
prueba irrefutable del éxito, los altos funcionarios públicos no quieren perder 
oportunidad  para  crecer  su  fortuna  gracias  al  cargo  o  los  negocios  que 
derivan del puesto.

Mientras los políticos de siempre se siguen enriqueciendo hay 36 millones de 
mexicanos que cuentan con solo $34.00 pesos de ingreso diarios para hacer 
frente a las carencias. De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de 
la Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), entre 2008 y 
2010 el  porcentaje  de las  personas que no pueden alimentarse de manera 
conveniente creció de 21.7% a 24.9%.

No  se  puede  explicar  cómo  es  posible  que  en  el  mismo  país  donde  la 
desnutrición alcanzó a 30 millones de mexicanos, 475 individuos se reparten 
un botín de más 300 mil pesos de dinero público que puede representar hasta 
30 años de trabajo de este sector de la  población,  sino es por la  falta  de 
vergüenza, indiferencia y descaro de los Diputados.

La clase política de este país no ha entendido que el dinero de la gente debe 
respetarse,  por  eso  es  urgente  que  detengamos  el  despilfarro  de  recursos 
públicos en cosas que no benefician a los ciudadanos.

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a su consideración, la presente 
iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma y adiciona distintas disposiciones de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos .
Único. Se reforma el numeral primero del artículo 29 de la Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículo 29 .
1. De conformidad con la representación de cada Grupo Parlamentario la Junta 
de Coordinación Política acordará la asignación de recursos y locales adecuados 
a  cada  uno  de  ellos.  Adicionalmente  a  esas  asignaciones,  la  Junta  de 
Coordinación  Política  dispondrá  una  subvención  mensual  para  cada  Grupo 
Parlamentario, integrada por una suma fija de carácter general y otra variable, 
en función del número de diputados que los conformen. Queda prohibida la 
asignación de subvenciones especiales, extraordinarias o adicionales a los 
Grupos Parlamentarios, aún en casos excepcionales .



2.  La  cuenta  anual  de  las  subvenciones  que  se  asignen  a  los  Grupos 
Parlamentarios se incorporará a la Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, 
para efectos de las facultades que competen al órgano de fiscalización previsto 
en el artículo 79 constitucional. De dicho documento se remitirá un ejemplar a 
la Contraloría Interna de la Cámara.
3. La ocupación de los espacios y las curules en el Salón de Sesiones se hará de 
forma que los integrantes de cada Grupo Parlamentario queden ubicados en un 
área regular y continua. La asignación definitiva de las áreas que correspondan 
a los Grupos estará a cargo de la Mesa Directiva de la Cámara. Para ello, los 
coordinadores de los Grupos formularán proposiciones de ubicación. En todo 
caso,  la  Mesa Directiva resolverá con base en la  representatividad en orden 
decreciente  de  cada  Grupo,  el  número  de  Grupos  conformados  y  las 
características del Salón de Sesiones.
Transitorios
Primero. La presente norma entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.
Segundo. La Cámara de Diputados deberá, en un plazo no mayor a 30 días 
naturales,  adecuar la  normatividad administrativa  interna  a  fin  de  que 
quede prohibida la  autorización o  asignación,  por parte  de la  Junta de 
Coordinación Política o del  Comité de Administración,  de Subvenciones 
especiales  o  extraordinarias  a  los  Grupos  Parlamentarios,  aún en casos 
excepcionales  .  Asimismo,  deberá  quedar  prohibida  la  adecuación  y 
ampliación  presupuestaria,  así  como  la  transferencia  de  recursos 
provenientes de otros subsidios o subvenciones adicionales, al presupuesto 
original  previsto  para  las  partidas  de  Subvención  Ordinaria  Fija, 
Subvención  Ordinaria  Variable,  Subvención  para  Apoyos  Logísticos  y 
Subvención de Honorarios, en beneficio de los Grupos Parlamentarios.
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